

Breves consideraciones acerca de la errónea vinculación de la ausencia de seguridad ciudadana con el ejercicio de la justicia penal.

I. En el presente artículo intentaré abordar brevemente una cuestión que, a mi entender, resulta ser muy confusa para la sociedad en general, pues ella desde antaño es el resultado de la ausencia de políticas del Estado. 
Se trata de la errónea vinculación entre la ausencia de seguridad ciudadana con el deficiente funcionamiento de la justicia penal, pero particularmente con el no encarcelamiento preventivo de los presuntos responsables de hechos delictuosos.
Si bien estas cuestiones son ampliamente debatidas en todos los estamentos que integran esta sociedad, me propongo como objetivo efectuar un análisis con sustento en nuestro sistema normativo pero con un enfoque más práctico de la cuestión, hecho que, lamentablemente, no se da con frecuencia desde la dogmática.
II. Luego de haber realizado una intensa aunque parcializada lectura del material que me fuera sugerido durante un seminario dictado en el departamento de posgrado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y relativo a la seguridad y el sistema penal he clarificado algunos conceptos acerca de esta cuestión tan debatida hoy en día.

En una primera aproximación, podría decir que existen diferentes planos para referirnos a la seguridad, aunque el concepto lo relaciono directamente con la ausencia de riesgos y también con la confianza que se posee con relación a alguien o a algo. 

También ese concepto lo asocio a un estado de ánimo y a una sensación inmaterial que percibe el hombre como una necesidad primaria. Entiendo, que pueden existir múltiples nociones del término seguridad que variaran en función del actor o actores que lo utilice y del contexto social en que este o estos se encuentren.

En similar situación me encuentro cuando intento conceptualizar a la seguridad ciudadana. Por un lado, lo relaciono con la defensa de la integridad física, del patrimonio y del resto de los derechos individuales de los ciudadanos en una sociedad y momento determinado. Y por otro, con políticas públicas encaminadas a establecer una situación social donde no existan amenazas de ningún tipo que pongan en peligro la seguridad de la sociedad. 

Lo que si tengo claro es que es el Estado el necesario proveedor de esa seguridad, con lo cual será ejercida dentro de un territorio y sobre una determinada población, para lo cual cuenta con un ordenamiento jurídico o un sistema normativo con una partición binaria entre lo permitido y lo prohibido. Con un mecanismo disciplinario que va a caracterizarse por el hecho de que, dentro del sistema binario del código, aparece un tercer personaje que es el culpable y, al mismo tiempo, afuera, además del acto legislativo que fija la ley, el acto judicial que castiga al culpable
. 

Y por último, el dispositivo de seguridad, que va a insertar el fenómeno en cuestión, la acción contraria al ordenamiento, dentro de una serie de acontecimientos probables, y cuando ello se materialice el estado reaccionará frente a ese hecho.

Ahora bien, advertimos que día a día los diferentes mecanismos –leyes, decretos, reglamentos, etc.-  con los que cuenta el Estado y que permiten introducir mecanismos de seguridad son ampliados, como consecuencia de los diferentes momentos que vive la sociedad.

Si bien creo, que uno de los conceptos que se encuentra dentro del término seguridad esta vinculado con la delincuencia y la violencia, entiendo que resulta ser una visión parcializada de la cuestión y puede resultar lógico que así se entienda cuando se suceden una serie de hechos que nos hacen sentir que peligra nuestra vida. Aunque considero que la seguridad dentro de un estado de derecho abarca cuestiones mucho más amplias como el mejoramiento de la calidad de vida de las personas y el pleno aseguramiento de sus derechos. El tema es, quizás, que cuando sentimos que nuestra integridad física y nuestro patrimonio están en peligro asociamos ese concepto directamente con el delito.  
Ahora bien, la vida cotidiana nos demuestra día a día que nos encontramos frente a un fenómeno sumamente complejo, diverso y sobre todo cambiante. Que requiere una visión globalizada de esta cuestión; ya que las diferentes miradas parcializadas que se han ido efectuando de esa realidad han mostrado hasta ahora ser ineficaces e inútiles, como así también las distintas respuestas reactivas de la mayoría de los dirigentes políticos que nos gobiernan o nos han gobernado. 

Hoy, cualquiera de nosotros advierte claramente, que cuando se habla de ausencia de seguridad se lo vincula directamente con la inoperancia de los diferentes mecanismos represivos con los que cuenta el Estado y son muy pocos quienes lo relacionan con la inexistencia o la ineficacia de mecanismos preventivos.

Ello es así, por un lado, porque luego de alguna tragedia colectiva que reaviva el reclamo social, quienes tienen la responsabilidad de gobernarnos reclaman a los legisladores el aumento de escalas penales, la restricción de los regímenes excarcelatorios y la modificación del régimen penal de la minoridad, y por el otro, con la ineficiencia de la justicia penal, como si ello se encontrará directamente relacionado con el hecho ya consumado.

Cuando la praxis nos ha demostrado que este accionar ex post no resuelve absolutamente nada; ya que la solución de esta problemática tiene que ver con muchas otras cuestiones. 
Quienes entienden sobre el tema, tanto profesionales como quienes integran diferentes entidades, sostienen que debe existir una mirada multidisciplinaria de esta realidad, opinión que comparto. 
Por ejemplo, el Observatorio Argentino de Seguridad Ciudadana y Violencia Urbana sostiene que esa mirada debe tener tres objetivos centrales: a) generar un sistema de registro creíble y objetivo que sea capaz de dar cuenta de la evolución de los todos los fenómenos que han ayudado a colapsar el servicio de seguridad ciudadana en la Argentina, b) generar una red de contactos y de comunicación que le permita a la sociedad civil tener una información clara y objetiva acerca de la evolución de la crisis y que permitan crear la sinergia necesaria para enfrentar situaciones de crisis o simplemente para sostener iniciativas colectivas orientadas a mejorar la calidad de vida de la población en una cuestión tan crítica y c) incidir sobre la planificación y la ejecución de las políticas públicas de seguridad ciudadana, tanto a través de la promoción de una mirada integradora acerca del problema y académicamente sustentable-, como a través de la gestación de un pensamiento y un discurso abarcativo y que sean a la vez capaces de crear y sostener consensos en torno a las soluciones necesarias.

En términos generales, considero que tanto quienes nos gobiernan como aquellos profesionales que directa e indirectamente se encuentran vinculados con esta cuestión de la mano de las diferentes organizaciones que existen deben efectuar un análisis global orientado hacia el estudio de las distintas causas y factores que puedan entender esta realidad que resulta ser muy dinámica. Y de esta manera, empezar a generar dispositivos de seguridad que no se encuentren directamente relacionados con medidas represivas por parte del Estado sino que se oriente a medidas preventivas que permitan dar respuesta a la sociedad en ese sentido.

Ello es así, ya que sí las políticas gubernamentales en materia de seguridad se dirigen solo a aplicar medidas más represivas, no solo se operará luego del hecho consumado sino que también se creará una diferencia entre los ciudadanos (que merecen ser protegidos) y los ciudadanos (que no la merecen) y de quienes debemos ser protegidos, que casualmente cuando hablamos de seguridad se trata siempre del mismo grupo social.

III. A los efectos de no caer en una conceptualización básica de derecho penal, recurriré al concepto vertido por el profesor Eugenio Raúl Zaffaroni, quien lo entiende como la rama del saber jurídico que, mediante la interpretación de las leyes penales, propone a los jueces un sistema orientador de decisiones que contiene y reduce el poder punitivo, para impulsar el progreso del estado constitucional de derecho
.

Igualmente, tal como lo sostiene el referido catedrático, todas las sociedades que institucionalizan o formalizan el poder –Estados- seleccionan a un reducido grupo de personas, a las que someten a su coacción con el fin de imponerles una pena. Esta selección penalizante se llama criminalización y no se lleva a cabo por azar sino como resultado de la gestión de un conjunto de agencias que conforman el llamado sistema penal
. Este proceso se desarrolla en dos etapas, denominadas primaria y secundaria. En términos generales, la primera sería el formular leyes y la segunda sería ejecutar esas leyes sobre personas determinadas.

Ahora sí me animo a sostener, aunque sea brevemente, que el derecho procesal penal es el conjunto de normas que regulan cualquier proceso penal, desde su inicio hasta su fin. En consecuencia regula la actividad de los jueces, de los agentes que intervienen en el proceso y permiten la aplicación de la ley de fondo. Y podría decirse que tiene como función investigar, identificar y sancionar -en caso de que así sea requerido- las conductas que constituyen delitos, evaluando las circunstancias particulares en cada caso.
Así las cosas, un buen punto de partida sería determinar si la libertad de las personas sometidas a un proceso penal es un derecho o, por el contrario, conlleva necesariamente la restricción de la libertad ambulatoria.  Y aunque parezca obvia la respuesta creo que no lo es, pues en la práctica muchos de los operadores del derecho se refieren a la libertad como un beneficio.
Sabemos que en un estado de derecho, que se caracteriza por el imperio de la ley, la libertad personal es el derecho más preciado que un hombre puede tener. Solo el derecho a la vida se encuentra en condiciones de superarlo. 

La libertad personal pertenece al concepto de “derecho fundamental” o “derecho humano” en el sentido de que no nace del derecho de pertenecer a un Estado, es preexistente, tiene como fundamento ser un atributo de la personalidad. Nos encontramos entonces con que el Principio de libertad es de carácter universal. 

La libertad es la piedra angular sobre la cual se construyen los demás bienes jurídicos fundamentales, solo a partir de la libertad se pueden tener derechos hacia los demás.

Como derecho inherente a la persona humana debe ser objeto de protección por parte de todos los Estados, más aún si estos son democráticos. 

Pero sabemos, que a pesar que la libertad es un derecho natural, no es un derecho absoluto.

Entonces será el Estado, a través de su sistema normativo el que regula la libertad humana, pero esas limitaciones deben realizarse en la medida en que aseguren la convivencia social y siempre y cuando resulten ser estrictamente necesarias. 

Esos límites o garantías, en un estado de derecho deben ubicarse, en el plano superior del sistema jurídico, es decir en su ley fundamental –Constitución Nacional-.

En este sentido, existe un principio de raigambre constitucional que juntamente con el de igualdad y el de reserva conforman la piedra fundamental del ordenamiento jurídico penal argentino. El principio de legalidad. 
De la conjugación de estos artículos -14, 16, 18 y 19 de la CN- aparecen plasmadas una serie de garantías jurídico penales y procesales.

De todos modos es preciso decir que ello surge de la conjugación de los arts. 14 y 18 de la Constitución Nacional, las que se ven complementadas por lo dispuesto en los art. 9.1 y 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en los arts. 7.1 y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Ambos tratados consagran el derecho a la libertad ambulatoria y la presunción de inocencia de forma muchos más explicita que nuestra CN.

Pero casualmente el mismo artículo 18 es el que autoriza el arresto en virtud de orden escrita de autoridad competente y señala que la cárcel tiene una finalidad de seguridad.
Sobre el particular, no podemos olvidarnos que quien es sometido a un proceso penal es un ciudadano inocente que infringió una norma y que esta transitando un proceso donde se establecerá su eventual responsabilidad, y así debe ser tratado.
Al encarcelamiento preventivo se le suelen atribuir dos funciones; una preventiva, aquí se alude a su carácter provisorio y no a adjetivos de pena “Anticipada”. Aunque preventiva viene de prevenir ¿Qué sería lo que previene?, ¿ Las futuras comisiones delictivas de quien la padece ?. Y la otra, cautelar, aquí sería una medida instrumental en orden al desarrollo del proceso y, otra final, en orden al eventual cumplimiento de la pena. Función instrumental “Afianzar la justicia”

Esta claro que hablamos de una prisión provisional o cautelar que en ningún caso puede asemejarse a una pena anticipada. 

De lo dicho hasta aquí se desprende claramente que la libertad durante el proceso es la regla y la restricción -el encarcelamiento preventivo- la excepción. Y que esto no significa dejar desprotegida a la sociedad como se viene diciendo, ya que la criminalización y el encarcelamiento preventivo intentan ser utilizados como una variable de ajuste cuando se habla de políticas de seguridad y poco tiene que ver con ello.

Con lo cual entiendo, que realizar una asociación entre la seguridad y el no encarcelamiento preventivo de los diferentes sujetos que son sometidos a un proceso penal es un error.

IV. En mi opinión, considero que la situación que actualmente atraviesa nuestra sociedad tiene que ver con la ineficiencia de los diferentes poderes que forman el Estado –léase ejecutivo, legislativo y judicial-. Por un lado, la ausencia de políticas gubernamentales orientadas hacia la conformación de un orden público, entendido en términos generales; y dentro de estas la ausencia de políticas públicas orientadas hacia la seguridad. 

Por otro, la ineficiencia del poder judicial durante la sustanciación de los diferentes procesos, aquí me refiero a la lentitud de los procesos –que afecta la correcta administración de justicia y el debido proceso adjetivo- y a la no ejecutividad de las decisiones jurisdiccionales –que afecta el imperio de la ley-.

Pues aquí nos encontramos con una dicotomía, que personalmente percibo a diario, donde, por un lado, los ciudadanos perciben que nadie es encarcelado y, por otro, las cárceles se encuentran sobre habitadas de personas privadas de su libertad, que en un alto porcentaje aún no han recibido una sentencia.

Me resulta sumamente dificultoso poder dar una respuesta a la situación que actualmente vive la sociedad en materia de seguridad. Pero me parece que estamos transitando un camino equivocado. Creo que lo primero que debería hacerse es no pensar en soluciones mágicas que resuelvan la cuestión de un día al otro, sino que debe pensarse en un mediano o largo plazo y poner énfasis en procurar mejores niveles de educación para toda la sociedad, en todos los estamentos; lo que conllevaría una reformulación del actual modelo educacional que todos sabemos no se ha actualizado. Entiendo, que es necesario inculcárseles a los chicos desde pequeños valores morales y ciudadanos que impliquen el sostenimiento del respeto a las ideas y derechos propios y de los demás en un marco de convivencia reciproco.
En este mismo sentido, debería prevenirse seriamente la deserción escolar, pues si uno analiza la situación carcelaria actual advierte claramente que un altísimo porcentaje de quienes son criminalizados carecen de escolaridad. Aunque parezca una obviedad cuando joven abandona el sistema escolar, sus oportunidades de acceder al desarrollo de su persona conforme a las posibilidades con que cuenta el país son mínimas, presentándose entonces la actividad delictiva como una opción potenciada. En consecuencia, reducir esa deserción es una forma de prevenir esa delincuencia.

En cuanto al deficiente funcionamiento de la justicia penal, entiendo que los diferentes operadores del derecho debemos cumplir estrictamente con nuestras obligaciones, teniendo en cuenta el rol social que ocupa la administración de justicia en nuestro sistema. 
El derecho penal, tiende a unilateralizar los conflictos que se traen a su conocimiento, limitándolo a una dicotomía entre víctima y victimario, sin tomar en consideración los sucesivos hechos que los llevaron a colocarse en dicha posición.

Al resolver las cuestiones y más allá de la teoría ética que adopten, son pocos los jueces que no tienen en miras la paz social y la satisfacción de la ciudadanía.

En efecto, son abundantes los casos de condenas merced a una presión social indebida para que se ejerza castigo sobre el acusado, pero ninguno se pregunta cuales fueron las causas que llevaron a ese acusado a infringir la ley. El conocimiento de esas causas nos permitirá, a cada uno de nosotros desde el lugar que ocupamos, como sociedad generar políticas que eviten esas conductas.
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